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de una persona designada por la Comisión Promo-
tora.»

Novena. Se da una nueva redacción al apartado 2 
del artículo 15:

«2. Los gastos deberán ser justificados en 
forma por la Comisión Promotora. La compensación 
estatal no excederá, en ningún caso, de 300.000 
euros. Esta cantidad será revisada anualmente por 
los órganos de gobierno de las Cámaras de las Cor-
tes Generales con arreglo a las variaciones del 
Índice de Precios de Consumo.»

Décima. Se crea una nueva disposición adicional 
(segunda) con el siguiente texto:

«El Gobierno deberá incluir como obligación de 
gasto en los Presupuestos Generales del Estado del 
siguiente ejercicio la compensación económica de 
las iniciativas legislativas populares que hayan 
alcanzado su tramitación parlamentaria.»

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente 
Ley Orgánica.

Disposición final.

La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley orgánica.

Madrid, 26 de mayo de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 9291 LEY 13/2006, de 26 de mayo, por la que se 
deroga el régimen de enajenación de partici-
paciones públicas en determinadas empresas 
establecido por la Ley 5/1995, de 23 de marzo, 
y sus disposiciones de desarrollo y ejecución.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

PREÁMBULO

I

La Ley 5/1995, de 23 de marzo, de enajenación de par-
ticipaciones públicas en determinadas empresas, tenía 
como finalidad principal la de responder a la garantía del 
interés público presente en la actividad de determinadas 
empresas que, hasta ese momento, habían estado bajo el 
control de la Administración Pública titular de la totalidad 
o de la mayoría del capital social y que entraron en pro-
ceso de privatización.

Hasta entonces, como la propia Ley decía en su Expo-
sición de motivos, esta garantía había estado cubierta con 
la propiedad pública de las empresas en cuestión. Sin 
embargo, el nuevo escenario en que, a partir de entonces, 
iban a encontrarse aquellas empresas cuya propiedad iba 
a pasar a manos privadas y cuyo centro de control iba, 
por ende, a situarse extramuros de los poderes públicos, 
exigía la adopción de medidas específicas en garantía del 
interés público inherente a su actividad.

La citada Ley instauró así un régimen de autorización 
administrativa previa a la realización de determinados 
actos, entre los que se incluía singularmente la enajena-
ción a terceros de porciones significativas del capital 
social.

Este régimen fue, sin embargo, cuestionado desde el 
punto de vista de su adecuación al derecho comunitario 
europeo, lo que dio lugar a un proceso ante el Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas que concluyó con 
la Sentencia de 13 de mayo de 2003 (asunto C-463/00), en 
la que fueron declarados contrarios a aquel derecho los 
preceptos de la Ley 5/1995, de 23 de marzo, que consti-
tuían el núcleo de dicho régimen.

Con el fin de corregir con la mayor celeridad posible 
las contradicciones declaradas por el Tribunal de Justicia 
en dicha Sentencia y mantener, al propio tiempo, un régi-
men de control sobre las empresas sujetas a la Ley 5/1995, 
de 23 de marzo, que todavía entonces se consideraba 
necesario y útil, se llevó a cabo una extensa reforma de 
ésta, a través de la disposición adicional vigésima quinta 
de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fisca-
les, Administrativas y del Orden Social.

Pero lo cierto es que, como puso de manifiesto la 
Comisión Europea en la carta de emplazamiento dirigida 
al Gobierno español el día 7 de julio de 2004, el régimen 
surgido tras esta reforma no resulta conforme con el 
Derecho Comunitario Europeo.

Por otro lado, tras un más que razonable periodo de 
vigencia, durante el cual el régimen anterior ha demos-
trado su utilidad, puede afirmarse que la estabilidad de 
las empresas objeto de aquél está hoy día asegurada y no 
se aprecian riesgos significativos para el regular desarro-
llo de sus actividades. Ello obliga a cuestionar la necesi-
dad de mantener la vigencia del mismo en un momento 
en que su finalidad ha quedado ya suficientemente cum-
plida.

II
Lo anterior sirve para explicar las razones a que res-

ponde esta norma. Se trata por un lado de superar de 
manera definitiva las dificultades surgidas en orden a la 
adaptación de la normativa española al Derecho Comuni-
tario Europeo, y dar debido cumplimiento a la Sentencia 
del Tribunal de Justicia en el asunto indicado anterior-
mente, evitando así la inminente imposición a España de 
sanciones ex artículo 228.2 del Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea. Y por otro lado, de dar la solución 
que un análisis objetivo y realista de la situación actual 
muestra como más adecuada.

Dicha solución consiste en desactivar el sistema de 
controles públicos que, hasta ahora, se aplicaba a las ope-
raciones objeto de la Ley 5/1995, de 23 de marzo, dado 
que, como se ha expuesto anteriormente, la situación 
actual refleja su innecesariedad. Siendo así, carecería de 
sentido prorrogar la vigencia de dichos controles una vez 
que su finalidad se ha cumplido.

De ahí que, como se ha dicho, se haya optado por 
suprimirlos, y dar así por concluido el periodo de transi-
ción a cuyo buen fin se ordenó la citada Ley 5/1995, de 23 
de marzo, y por normalizada la situación de las empresas 
que tuvieron que pasar por él.
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III
Tras la carta de emplazamiento remitida por la Comi-

sión Europea al Gobierno de España y, más aún, tras el 
dictamen motivado emitido por dicho órgano el 5 de julio 
de 2005, en el cual se reitera la obligación del Reino de 
España de ejecutar la Sentencia del Tribunal de Justicia y 
se señala a la atención del Gobierno español las sancio-
nes pecuniarias que, en caso contrario, pueden serle 
impuestas en virtud del artículo 228.2 del Tratado, es obli-
gado adoptar la presente norma, a fin de evitar la imposi-
ción de sanciones del artículo 228.2 del Tratado Constitu-
tivo de la Comunidad Europea que de otro modo tendría 
lugar.

Artículo único. Derogación de disposiciones.

1. Quedan derogadas las siguientes disposiciones:
a) La Ley 5/1995, de 23 de marzo, de enajenación de 

participaciones públicas en determinadas empresas.
b) La disposición adicional vigésima quinta de la

Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social.

c) La disposición adicional vigésima sexta de la
Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social.

La derogación se extenderá, en particular, a las dispo-
siciones reglamentarias a que se refieren los párrafos 2.º 
y 3.º de ésta que, en el momento de publicarse la presente 
Ley, todavía estuviesen vigentes.

2. Quedan asimismo derogadas cualesquiera otras 
disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 
lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 26 de mayo de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 9292 LEY 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de 
reproducción humana asistida.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La aparición de las técnicas de reproducción asistida 
en la década de los 70 supuso la apertura de nuevas posi-
bilidades de solución del problema de la esterilidad para 
un amplio número de parejas aquejadas por esta patolo-

gía. La novedad y utilidad de estas técnicas hicieron sentir 
muy pronto en los países de nuestro entorno la necesidad 
de abordar su regulación.

En España esta necesidad se materializó temprana-
mente mediante la aprobación de la Ley 35/1988, de 22 de 
noviembre, sobre técnicas de reproducción asistida. La 
Ley española fue una de las primeras en promulgarse 
entre las legislaciones sobre esta materia desarrolladas 
en países de nuestro entorno cultural y geográfico.

Dicha Ley supuso un indudable avance científico y 
clínico en la medida en que las técnicas de reproducción 
asistida, además de coadyuvar a paliar los efectos de la 
esterilidad, se manifiestan como especialmente útiles 
para otros fines, tales como los diagnósticos o de investi-
gación.

El importante avance científico constatado en los últi-
mos años, el desarrollo de nuevas técnicas de reproduc-
ción, el aumento del potencial investigador y la necesidad 
de dar respuesta al problema del destino de los preem-
briones supernumerarios hicieron necesaria una reforma 
o revisión en profundidad de la Ley 35/1988, de 22 de 
noviembre.

La Ley 45/2003, de 21 de noviembre, por la que se 
modifica la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, sólo dio una 
respuesta parcial a tales exigencias. En efecto, dicha Ley 
autorizó la utilización, con fines de investigación, de los 
preembriones que se encontraban crioconservados con 
anterioridad a su entrada en vigor –noviembre de 2003–, 
aunque bajo condiciones muy restrictivas. Pero a la vez 
que abría esta posibilidad, establecía la limitación de pro-
ducir un máximo de tres ovocitos en cada ciclo reproduc-
tivo, lo que dificultaba la práctica ordinaria de las técnicas 
de reproducción asistida, al impedir poner los medios 
para lograr el mayor éxito con el menor riesgo posible 
para la salud de la mujer, que era el principal objetivo de 
la Ley modificada.

Precisamente por ello, la Comisión Nacional de Repro-
ducción Humana Asistida se mostró particularmente crí-
tica con este aspecto de la reforma.

Por otra parte, la Ley 45/2003, de 21 de noviembre, 
dispensaba distinto tratamiento a los preembriones crio-
conservados o congelados según cual fuera la fecha de su 
generación. Los anteriores a noviembre de 2003, fecha de 
la entrada en vigor, podían ser dedicados, además de a 
otros fines, a la investigación, posibilidad que estaba 
vedada a los generados con posterioridad, que podrían 
destinarse únicamente a fines reproductivos de la pareja 
generadora o a la donación a otras mujeres.

La Comisión Nacional de Reproducción Humana Asis-
tida insistió desde la promulgación de la citada Ley en la 
necesidad de acometer con prontitud la reforma de la 
legislación vigente, con el fin de corregir las deficiencias 
advertidas y de acomodarla a la realidad actual. Para ello, 
en sus últimas reuniones ha ido definiendo las líneas 
directrices que debería seguir la nueva regulación y que 
esta Ley incorpora.

II

Esta Ley se enmarca precisamente en esa línea e 
introduce importantes novedades. En primer lugar, define 
claramente, con efectos exclusivamente circunscritos a 
su ámbito propio de aplicación, el concepto de preem-
brión, entendiendo por tal al embrión in vitro constituido 
por el grupo de células resultantes de la división progre-
siva del ovocito desde que es fecundado hasta 14 días 
más tarde. Además, en línea con lo que dispone la Cons-
titución Europea, prohíbe la clonación en seres humanos 
con fines reproductivos.

Las técnicas de reproducción asistida que pueden prac-
ticarse también son objeto de nueva regulación. Debido a 
que la Ley 35/1988, de 22 de noviembre, siguió el método 
de enumerar, mediante una lista cerrada, cuantas posibili-


